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Título de la ponencia: ¡Estamos en una guerra!. Violencia política e institucional en los primeros años de la dictadura cívico-militar del general Augusto Pinochet: un análisis de las Actas de la Honorable Junta de Gobierno y los Decretos Leyes
Resumen: A través del Decreto Ley número 5 del 12 de septiembre de 1973, los militares chilenos especificaron que el “Estado de Sitio decretado por conmoción interna” debía entenderse como “Estado o Tiempo de Guerra”. De esa forma, y una vez consolidado el Golpe de Estado del martes 11 de septiembre, la Junta Militar y las Fuerzas Armadas emprendieron todo un proceso institucional tendiente a legitimar la acción militar, el combate al marxismo y la concerniente eliminación del “enemigo interno”. De esta forma, y como han señalado Politoff y Tapia, la política asume una relación amigo-enemigo, la cual conduce a prácticas políticas en el cual el uso del recurso fuerza (física) pasa a ser normal y habitual, incluso legítimo.
En vista de lo anterior, la declaración de “Estado de guerra interna”, significó en la práctica la “militarización” de la sociedad y del espacio público, es decir, una guerra total, lo cual implicó la anulación y eliminación del “enemigo interno”, usando para ello, todos los instrumentos y mecanismo a disposición con tal de combatir su presencia en el país; por lo tanto, para afrontar aquello, se requirió adaptar y adoptar una determinada legalidad y sobre todo, una (nueva) institucionalidad para esa lucha total y permanente contra el marxismo y sus seguidores.
Será en este contexto de violencia política e institucional donde operarán los Bandos, las Actas de la Junta y los Decretos Ley, como dispositivos, es decir, una red de relaciones de poder que fueron estructurando todo un entramado legal y punitivo tendiente a justificar la represión y eliminación de los opositores al régimen.

Introducción
La institucionalización de la violencia política por parte de la dictadura cívico-militar del general Augusto Pinochet, es decir, la creación e implementación de una determinada legalidad con el objetivo de imponer el disciplinamiento y control social, se desarrolló en sus inicios a través de tres mecanismos, en primer lugar los Bandos Militares, en segundo lugar, los Decretos Leyes y por último, como dispositivo mayor, las Actas de la Honorable Junta de Gobierno, siendo éste el espacio institucional desde donde se estructuraban las medidas disciplinarias y punitivas.

1. Decretos Leyes
Los decretos leyes fueron creados para vigilar, castigar y disciplinar a  la población; es decir, la Junta Militar instituye por medio de estas disposiciones una determinada legalidad, todo un entramado punitivo para de esa forma legitimar su accionar contra los denominados “enemigos internos”.
Siguiendo a Austin Turk, tras el golpe de Estado, los militares pasan a dominar los procesos de legalización y criminalización, lo cual significa establecer leyes que son obligatorias para toda la población, y al mismo tiempo imponer una legalidad que tienen por objeto la dominación psicológica o física de aquellas personas, grupos o sectores que desafían las normas establecidas por el poder militar.  De esta forma, la Junta Militar, utilizará la ley no sólo como un mecanismo punitivo, sino también, para ampliar y consolidar su dominación[footnoteRef:1]. [1: 	Turk, Austin T. “La violencia política desde una perspectiva criminológica”. Revista Sistema, número 132-133, Madrid, junio 1996, pp. 42-43.] 

A contar del decreto número 3, comenzaron a operar las medidas correccionales y punitivas. Dicho decreto, declaraba el “Estado de Sitio en todo el territorio de la República”. Como una forma de aclarar y complementar lo anterior, el decreto ley número 6, señalaba que el país se encontraba en una “situación de conmoción interna”, por lo tanto, se requiere “reprimir de la forma más drástica posible las acciones que se están cometiendo contra la integridad física del personal de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de la población en general”, se hace necesario dotar de mayores atribuciones a los Tribunales Militares en la represión de alguno delitos respecto a la Ley de Control de Armas (número 17.798); por lo tanto, el “estado de sitio decretado por conmoción interna”, debe ser entendido como “estado o tiempo de guerra”, de acuerdo al artículo 418 del Código de Justicia Militar[footnoteRef:2]. [2:  	“Decreto Ley N° 3 y 4”, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, pp. 10, 15 y 16.] 

En la práctica significaba que la población quedaba sujeta a la jurisdicción militar, concretamente a la justicia militar y los respectivos consejos de guerra. De esta forma, las Fuerzas Armadas, representada por los jefes militares de zona, asumía el control total del país. Su objetivo fue establecer un “Estado de Seguridad Nacional” sobre la bases de una legislación que fuera funcional y operativa a dicho proceso.
Como primera muestra de aquel poder militar punitivo, se procedió a cancelar la personalidad jurídica de la Central Única de Trabajadores, “por haberse transformado en un organismo de carácter político, bajo la influencia de tendencias foráneas y ajenas al sentir nacional, prohibiéndose en consecuencia su existencia y toda organización y acción, propaganda de palabra, por escrito o por cualquier otro medio, que revelen, directa o indirectamente su funcionamiento”. En caso que algunas personas no cumplan o acaten esta norma, sufrirán la pena de “presidio, relegación o extrañamiento mayores en cualquiera de sus grados”[footnoteRef:3].  [3:  	“Decreto Ley N° 12”, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 30.] 

Igualmente, se dispuso la destitución de empleados por “ineptitud u otro motivo” que “haga inútil o perjudicial su servicio, en conformidad a las leyes orgánicas de los distintos servicios”. Todo aquello, queda en manos del Presidente de la República, de acuerdo al artículo 72, número 8 de la Constitución Política de 1925, especialmente en las “circunstancias especiales que vive el país”[footnoteRef:4].  [4:  	“Decreto Ley N° 66, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 162.] 

No suficiente con aquellas disposiciones, y ante la necesidad de “restablecer los principios del orden, disciplina, jerarquía y moralidad pública”, se decidió “reorganizar todos los servicios de la administración pública, organismos e instituciones”[footnoteRef:5] del Estado. Con estas medidas, los funcionarios públicos quedaban en la absoluta indefensión y a merced de las órdenes o requerimientos de las nuevas autoridades. [5:  	“Decreto Ley N° 98, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 245] 

Otro de los espacios intervenidos por la Junta fue el parlamento. Para aquello procedió a disolver el Congreso Nacional, cesando en sus funciones a los parlamentarios, mientras que los funcionarios serán designados en comisión de servicios en algunas de las reparticiones del Estado.[footnoteRef:6]. [6:  	“Decreto Ley N° 27”, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 27.] 

Un tercer espacio que sufrió la mano militar, fue el mundo de la Academia. A ojos de los uniformados, las Universidades se habían convertido en espacios de proselitismo político, alterando su condición de centros académicos abocados al estudio y la formación profesional de los jóvenes. Como una forma de ordenar y disciplinar su régimen interno, procedió a designar Rectores-Delegados, con todas las atribuciones que corresponden a los Rectores de dichas universidades[footnoteRef:7]. [7:  	“Decreto Ley N° 50, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 109.] 

Un cuarto campo intervenido, fueron los partidos políticos, en primera instancia se consideró asociaciones ilícitas “los Partidos Comunistas, Socialista, Unión Socialista Popular, Movimiento de Acción Popular Unitaria, Radical, Izquierda Cristiana, Acción Popular Independiente y todas aquellas entidades, agrupaciones, facciones o movimientos que sustenten la doctrina marxista”[footnoteRef:8]. No había transcurrió una semana, cuando la Junta da un nuevo paso contra los partidos, esta vez, declaró en receso “todos los partidos y entidades, agrupaciones, facciones o movimiento de carácter político no comprometidos en el decreto ley N° 77, del 8 de octubre de 1973”[footnoteRef:9]. [8:  	“Decreto Ley N° 77, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 179.]  [9:  	“Decreto Ley N° 78”, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 182.] 

En materia de información o publicidad, se acuerda sancionar todas aquellos “delitos flagrantes de ultraje a las buenas costumbres”. Para dichos casos, la fuerza pública procederá a recoger en el acto todos aquellos “escritos, impresos, carteles, afiches y cualquier otro medio que haya servido para cometer el delito”[footnoteRef:10]. [10:  	“Decreto Ley N° 14”, 100 primeros decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1973, p. 35.] 

El proceso de regeneración política, no se agotaba allí, también se hacía necesario declarar la caducidad los registros electorales, ya que éstos eran producto de una institucionalidad corrompida, particularmente por parte de la Unidad Popular, y como consecuencia de ello, estaban llenos de vicios y “fraudes electorales”. Por lo tanto, los registros electorales dejarán de funcionar, no realizarán inscripciones, hasta que se estudie un nuevo sistema que garantice “seriedad y eficiencia del pronunciamiento ciudadano”[footnoteRef:11]. [11:  	“Decreto Ley N° 130”, 101 al 200 decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1974, p.  94.] 

El ámbito escolar, fue uno de los lugares donde con mayor fuerza se desplegó la presencia militar. La escuela pasaba a constituirse en un terreno privilegiado para llevar a cabo el proyecto autoritario.
Como una forma de “institucionalizar” una nueva historia e instituir una cierta “liturgia patriótica” y ante “la situación de anarquía en que se desenvuelve la Enseñanza Normal, tanto en sus aspectos técnicos, administrativos y pedagógicos, y que es el propósito de la Junta de Gobierno restablecer los principios del orden, disciplina y moralidad en los establecimientos educacionales”[footnoteRef:12], se acordó reorganizar el sistema de enseñanza normal.[footnoteRef:13]. [12:  	“Decreto Ley N° 179”, 101 al 200 decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1974, p. 245.]  [13:  	“Decreto Ley N° 179”, 101 al 200 decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1974, pp. 246-247.] 

A comienzos de 1974 y en su política de control social, se determina extender el estado de sitio en todo el país[footnoteRef:14]; pero sin duda y en esa misma línea, el Decreto Ley 521, publicado en el Diario Oficial número 28.879, del 18 de junio de 1974, se constituyó en uno de los más significativos y trascendentes del primer año de la dictadura. Se trataba de la creación de la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA). El objetivo era crear un “organismo especializado que le proporcione en forma sistemática y debidamente procesada la información que requiera para adecuar sus resoluciones en el campo de la Seguridad y Desarrollo Nacional”[footnoteRef:15]. [14:  	“Decreto Ley N° 360”, 301 al 350 decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1974, pp. 19-20.]  [15:  	“Decreto Ley N° 521”, 501 a 550 decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1974, pp. 78 a 81.] 

Finalmente se convenía la prohibición de ingresar al país a todas aquellas personas chilenas o extranjeras que “desde el exterior deshonren, difamen o desprestigien vilmente al país, a su Gobierno y a su pueblo, está atentando gravemente contra los intereses esenciales del Estado y, en el caso de los chilenos, renegando de su Patria”[footnoteRef:16]. [16:  	“Decreto Ley N° 604”, 601 a 650 decretos leyes. Santiago, editorial jurídica de Chile, 1975, p. 27.] 


2. Actas de la Honorable Junta de Gobierno:  
Estos archivos constituyen sesiones secretas de trabajo de los cuatro Comandantes en Jefes de las Fuerzas Armadas, más la presencia de ministros, colaboradores e invitados, así como, la audiencia a determinadas personalidades que buscan dar a conocer su apoyo, sugerencias o informaciones a la Junta Militar. 
La primera reunión de la Junta Militar tiene como fecha el día 13 de septiembre y en ella se informa del trabajo y estudio para la promulgación de una nueva Constitución. Este trabajo está siendo liderando por el joven abogado gremialista Jaime Guzmán Errázuriz. 
En la misma sesión, se acuerda establece que los dirigentes sindicales y gremiales no podrán realizar reuniones durante su horario de trabajo, mientras que los estudiantes, solamente deben dedicarse a estudiar, “eliminándose cualquier tipo de asociaciones o federaciones. No se aceptaran huelgas o paros y aquellos que sean detenidos por estas circunstancias, serán destinados a cuarteles de las FF.AA. o Carabineros a efectuar un periodo de instrucción militar”[footnoteRef:17].    [17:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno, Acta número 1, 13 de septiembre de 1973.] 

Sobre las designaciones y nombramientos en la administración pública y reparticiones del Estado, se insiste -por parte de la Junta- en la necesidad que estos debían “hacerse sin color político, no significando éllo persecuciones y menos coartar la libertad de trabajo a aquellos de tendencias de izquierda que no sean activistas”, mientras que los funcionarios de importancia deben ser propuestos en una terna a la Junta y no ser resueltos por los respectivos Ministerios[footnoteRef:18]. Con estas determinaciones, se buscaba -en palabras de las autoridades- “limpiar” las reparticiones públicas, del Estado, las cuales durante los últimos años, concretamente, durante el gobierno de la Unidad Popular, se habían convertido en “feudos” al servicio de los intereses de los partidos marxistas, incluso, sirviendo a los intereses de activistas y agitadores extranjeros que habían llegado al país a contar de 1970.  [18:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno, Acta número 2, 13 de septiembre de 1973.] 

En materia de medios de comunicación, las primeras medidas fue clausurar, intervenir y proceder a controlar aquellos medios pertenecientes a la izquierda, ya sean radios, diarios o revistas. Después del golpe solamente se autorizó la circulación de los diarios El Mercurio y La Tercera. Pero además, se acordó decretar por ley la prohibición de publicar diarios, revistas, fotos y todas aquellas lecturas que “atenten contra la moral”.
Ante el considerable aumento de detenidos y prisioneros de guerra, la Junta habilitará algunos campos de detención y de concentración en todo el país, entre ellos destacarán Pisagua, Chacabuco, Tres Álamos, Melinka (Puchuncavi), Ritoque, Isla Quiriquina e Isla Dawson[footnoteRef:19]. A lo cual se sumarán lugares de incomunicación y tortura, por ejemplo Tejas Verdes, Casa de Londres 42, Base Naval de Talcahuano, Casa Domingo Cañas, Villa Grimaldi y la Academia de Guerra Área[footnoteRef:20].  [19:  	Centro de Documentación Vicaría de la Solidaridad: “Principales campos de prisioneros”, en: http://www.archivovicaria.cl/biblioteca.php]  [20:  	Centro de Documentación Vicaría de la Solidaridad: “Principales lugares de incomunicación y tortura”, en: http://www.archivovicaria.cl/biblioteca.php] 

En líneas anteriores habíamos señalado que una de las principales preocupaciones de los militares era qué hacer con las Universidades. La primera de las disposiciones fue decretar su reorganización, con la directa intervención del Junta Militar. El objetivo de dicha determinación, es “sanear” totalmente la administración de las Universidades, persiguiendo a todos aquellos elementos marxistas y/o extremistas que se encuentren en su interior[footnoteRef:21]. Se acuerda que la Junta Militar designará a los nuevos Rectores-Delegados de las Universidades del país.  [21:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno, Acta número 11, 28 de septiembre de 1973.] 

Como una  forma de complementar las medidas dispuestas a la fecha, se instruye al Ministerio del Interior para que prepare los antecedentes con el objetivo de seguir un juicio por “traición a la Patria a todos los comprometidos del gobierno anterior”; de la misma forma, se acuerda formar lo antes posible un “Consejo de Guerra y el Tribunal de Cargos, y reunir cuanto antes los antecedentes para los juicios que se sustanciarán en contra de los principales inculpados por el caos que sufre el país”[footnoteRef:22]. Con este tipo de disposiciones, la Junta busca avanzar en un juicio completo a los ex ministros y funcionarios del otrora gobierno de la Unidad Popular. [22:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno, Acta número 17, 8 de octubre de 1973.] 

Como una forma de aligerar la entrega de información, la Junta estima pertinente reactualizar el bando por medio del cual se ofrece una recompensa para todas aquellas personas que entreguen antecedentes sobre los activistas buscados[footnoteRef:23]. Para aquello se colocan avisos en la prensa, indicando números telefónicos a los cuales la ciudadanía puede llamar para denunciar a los extremistas que se esconden en Chile. Tal y como señalaba uno de los avisos publicados en la prensa, en este caso de la ciudad de Concepción: “Ciudadano, contribuye a limpiar tu Patria de indeseables”[footnoteRef:24] [23:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno. Acta número 24, 23 de octubre de 1973.]  [24:  	El Diario Color, domingo 7 de octubre de 1973, p. 7.] 

La primera semana de noviembre, se acuerda eliminar la sede de Flacso en Chile por considerarla una “organización  esencialmente marxista”. Además, ya se ha eliminado 15 funcionarios de la Cepal, sin embargo, “debe continuarse la limpieza”[footnoteRef:25]. [25:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno. Acta número 28, 5 de noviembre de 1973.] 

El 12 de noviembre de 1973, el Teniente Coronel Manuel Contreras Sepúlveda, realiza una detallada exposición sobre la organización de la Dirección Nacional de Inteligencia. En dicha reunión, se acuerda que antes de materializar su organización, “los Directores de Personal de las Instituciones deben reunirse para determinar la forma de obtener el numeroso personal que se precisa”[footnoteRef:26]. [26:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno. Acta número 33, 12 de noviembre de 1973.] 

Los prisioneros y detenidos pasaban a constituirse en uno de los mayores inconvenientes, es por ello que transcurridos siete meses del golpe de Estado, la Junta acuerda acelerar aquel tema, para lo cual se acuerdan los siguientes pasos. Que el Ministro de Defensa, de instrucciones a las tres ramas de las Fuerzas Armadas para que se proceda a nombrar fiscales (militares) e iniciar los sumarios respectivos. Los fiscales tendrán un plazo de 30 a 45 días para informar los cargos contra los detenidos “y poder así establecer que de los detenidos hay un grupo que son presuntamente culpables y a los cuales se les continuaría el proceso, y los otros, a los que no se les ha encontrado cargo, por el momento, deben salir del país”.
Mientras los miembros de la Junta analizan el problema que estaban generando los asilados en las respectivas embajadas, por ejemplo México, Colombia o Venezuela, se daba a conocer un documento por medio del cual se pretende castigar la “alta traición a la patria”, producto de ciertas declaraciones que han emitido algunos políticos chilenos en el extranjero y que de acuerdo a la Junta Militar constituyen una “ofensa para el país”[footnoteRef:27]. [27:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno. Acta número 139-a, 24 de julio de 1974.] 

A pocos días del 11 de septiembre de 1974, la Junta recibe en sesión secreta al Coronel Jorge Espinoza, encargado de los campos de detenidos, quien da cuenta del número general de detenidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 31 de agosto de 1974. Los datos proporcionados por el militar son los siguientes: 
29.976 personas detenidas
8.450 personas asiladas
Total: 38.426 personas[footnoteRef:28]. [28:  	República de Chile. Junta de Gobierno. Secretaría General de Gobierno. Acta número 154, 6 de septiembre de 1974.] 

Mientras la autoridad militar cifra en 38 mil el número de detenidos en el plazo de un año, los organismos de derechos humanos calculan que entre septiembre y diciembre de 1973, existen alrededor de 70 mil detenidos políticos. 



Algunas reflexiones
Robert Barros señala que al momento del golpe de Estado, las Fuerzas Armadas llegaron al poder con una concepción rudimentaria, en el mejor de los casos, de cómo estructurar un gobierno militar”[footnoteRef:29]. En medio de aquella incertidumbre, ¿cuál debía ser el (mejor) camino a seguir?, ¿a través de qué mecanismo legales o jurídicos la Junta Militar podía ir estableciendo una especie de hoja de ruta?, ¿a qué instancias se podía recurrir ante una “institucionalidad quebrantada”, por lo tanto, no funcional a los intereses de la Junta Militar?, Será en ese contexto, cuando entren en escena los Decretos Leyes sobre la base de los acuerdos tomados en las sesiones de trabajo que desarrollaba la junta y que son conocidas como Actas Secretas. [29:  	Barros, Robert. La junta militar. Pinochet y la Constitución de 1980. Santiago, editorial Sudamericana, 2005, p. 65.] 

Tal como señala la Comisión Nacional sobre Prisión política y Tortura, “la Junta Militar procedió a fijar sus propias atribuciones y a subordinar el ejercicio de otros poderes del Estado a las necesidades el momento”, fue así como desplegó una intensa actividad legislativa a través de los Decretos Leyes[footnoteRef:30]. Es decir, por una parte, las Actas y decretos leyes, sustituyeron en la práctica el ejercicio legislativo que hasta el 11 de septiembre cumplía el Congreso Nacional, el cual, días más tarde sería clausurado por la Junta y por constituyeron un dispositivo legal que les permitió legitimarse institucionalmente en aquellos años. [30:  	Informe Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura. Santiago, 2004, p. 170.] 
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